ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / RECURSO DE APELACIÓN CONTRA SENTENCIA / PROSPERIDAD DE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA / ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA POR EJECUCIÓN EXTRAJUDICIAL / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA / NOCIÓN DEL TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / CÓMPUTO DEL TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / CONTEO DE LOS TÉRMINOS DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / CONTABILIZACIÓN DEL TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN

[L]os demandantes están legitimados para actuar frente a las personas jurídicas demandadas que están igualmente legitimadas para responder frente a las pretensiones. (…) [L]os presupuestos procesales se encuentran reunidos y la acción de reparación directa no ha caducado, toda vez que la demanda se presentó el 20 de septiembre de 1993 y los hechos sobre los cuales los actores fundan sus reclamaciones sucedieron el 19 de marzo del mismo año.

PRESUPUESTOS DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / ACREDITACIÓN DEL DAÑO / DAÑO ANTIJURÍDICO / REPARACIÓN DEL DAÑO / PRESUNCIÓN DEL PERJUICIO MORAL / PERJUICIO MORAL POR MUERTE / CONFIGURACIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO / INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / RECONOCIMIENTO DEL PÉRJUICIO MORAL / FALTA DE ACREDITACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL

El artículo 90 de la Constitución Política consagra una cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado, que abarca tanto la responsabilidad de naturaleza contractual como la extracontractual; de su inciso primero, se deducen dos elementos como indispensables para la declaración de la responsabilidad patrimonial del Estado y demás personas jurídicas de derecho público, a saber: el daño antijurídico y la imputabilidad del mismo al Estado. En consecuencia, para que haya lugar a la reparación del daño, se requiere que éste sea antijurídico, calificación que se obtiene de constatar que el ordenamiento jurídico no le ha impuesto a la víctima el deber de soportarlo, es decir, que el daño carece de “causales de justificación”. (…) El daño antijurídico si bien puede revestir modalidades diversas (material, moral, fisiológico, etc.), constituye una constante, razón por la cual, al tiempo que constituye un elemento indispensable para declarar la responsabilidad patrimonial del Estado, se sitúa en la base misma de la institución jurídica proveyéndola de fundamento. (…) En el presente proceso, todos los demandantes (padres y hermanos de los occiso), solicitan el reconocimiento de perjuicios morales, ocasionados por la muerte de sus familiares, antes relacionados, daños que se encuadran dentro de la noción de daño antijurídico antes descrita y, por lo tanto, podrían ser objeto de indemnización siempre y cuando se demuestre su imputación a las entidades públicas demandadas. (…) [E]n el caso sub judice se presumen el dolor y la aflicción que padecieron los demandantes ante la gravedad de los hechos producidos consistentes en la retención arbitraria y posterior muerte de que fueron víctimas sus parientes; presunción que no fue desvirtuada por la entidad demandada. Por su parte, los actores [RCOM], [MEVP] y [EDG] reclaman el reconocimiento de perjuicios materiales que les produjo la muerte de sus hijos, por cuanto de ellos recibían ayuda económica. Igualmente, estos daños se encuadran dentro de la noción de daño antijurídico. Sin embargo, dichos perjuicios producidos, según los reclamantes, por la supresión de la ayuda económica que les proporcionaban sus hijos, no fueron probados ni en su monto ni en su periodicidad, por lo cual no se reconocen.

FUENTE FORMAL: CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTÍCULO 90

CONFIGURACIÓN DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR USO DE ARMA DE DOTACIÓN OFICIAL / DAÑO CAUSADO A CIVIL CON ARMAS DE DOTACIÓN OFICIAL / USO EXCESIVO DE LA FUERZA / USO DESPROPORCIONADO DE LA FUERZA / USO DE ARMA DE FUEGO / DAÑO DERIVADO DE GRAVES VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR VIOLACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES / DEBER DE PROTECCIÓN DE LA FUERZA PÚBLICA / DAÑO CAUSADO POR MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA / EJECUCIÓN EXTRAJUDICIAL / NEXO CON EL SERVICIO / DOLO / RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA DEL SERVIDOR PÚBLICO / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / DAÑOS CAUSADOS A CIVILES DURANTE CONFLICTO ARMADO

Establecida la existencia de un daño antijurídico, cierto, e indemnizable, sufrido por los demandantes, que constituye el primero de los elementos de la responsabilidad patrimonial del Estado, es preciso verificar el segundo: la imputación de ese daño al Estado. El art. 90, inc. 1º de la Carta Política, exige -en orden a deducir la responsabilidad patrimonial del Estado-, que los daños antijurídicos sean “causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas“, con lo cual se refiere al fenómeno de la imputabilidad, tanto fáctica como jurídica. De allí que elemento indispensable -aunque no siempre suficiente- para la imputación, es el nexo causal entre el hecho causante del daño y el daño mismo, de modo que este sea el efecto del primero. En este entendimiento, la imputación del daño al Estado depende, en este caso, de que su causación obedezca a la acción o a la omisión de las autoridades públicas, en desarrollo del servicio público o en nexo con él. (…) [E]xisten suficientes fundamentos probatorios para deducir que la muerte de los (…) occisos, se produjo como consecuencia de una gravísima acción dolosa de agentes estatales. (…) Si bien no hay prueba directa de que fueron retenidos arbitrariamente por miembros del Ejército en la población de Uré, tal hecho se deduce indiciariamente, pues todo indica que así ocurrió como se deduce de los siguientes hechos probados: Los occisos fueron retenidos aproximadamente a las diez de la mañana y conducidos a un camión que salió luego del poblado; hora y media o dos horas después, aparecieron muertos con armas de fuego por la patrulla del Ejército comandada por el Teniente (…) como lo han reconocido los integrantes de la misma, en una zona relativamente cercana a dicho poblado. La proximidad de los sucesos: el uno antecedente (la retención) y el otro subsiguiente (la muerte); la cercanía geográfica de donde ocurrieron; el reconocimiento claro de haberles dado muerte (solo que con un agregado exculpante), permiten inferir que la retención -así como la muerte- corrió por cuenta de la patrulla del Ejército Nacional, y descarta cualquier enfrentamiento armado con las personas que allí murieron. (…) Existe, pues, fundamento suficiente para que la Sala infiera que los occisos fueron muertos dolosamente por los integrantes de la Patrulla Orgánica de Infantería Nº 33 (…) dadas las circunstancias de modo, tiempo y lugar que se desprenden del conjunto probatorio. En consideración de que los graves ilícitos que terminaron con la vida de [las víctimas] fueron realizados por agentes del Estado, éste debe ser condenado a responder patrimonialmente por los daños ocasionados. Por otra parte, si bien se desconoce si la investigación disciplinaria adelantada por la Procuraduría General de la Nación concluyó con la determinación de responsabilidades personales por estos gravísimos hechos, ello no impide que la responsabilidad del Estado pueda resultar comprometida por la imperdonable falla del servicio que se ha descrito, toda vez que dichas investigaciones no generan prejudicialidad respecto del presente proceso, como lo ha expresado la Sala en diversas oportunidades .

FUENTE FORMAL: CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTÍCULO 90 INCISO 1

NOTA DE RELATORÍA: Acerca de la responsabilidad patrimonial del Estado, cita: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias de 28 de junio de 1991, rad. 6249, C. P. Carlos Betancur Jaramillo y del 18 de enero de 1996, rad. 9000, C. P. Juan De Dios Montes Hernández.
CONFIGURACIÓN DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR USO DE ARMA DE DOTACIÓN OFICIAL / DAÑO CAUSADO A CIVIL CON ARMAS DE DOTACIÓN OFICIAL / ACTO DEL SERVICIO / USO DE ARMA DE FUEGO / LLAMAMIENTO EN GARANTÍA DEL SERVIDOR PÚBLICO / PROCEDENCIA DEL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA CON FINES DE REPETICIÓN / CONDENA AL LLAMADO EN GARANTÍA / RESPONSABILIDAD DEL LLAMADO EN GARANTÍA / DOLO / NATURALEZA DE LA ACCIÓN DE REPETICIÓN / OBLIGATORIEDAD DE LA ACCIÓN DE REPETICIÓN / MIEMBROS DEL EJÉRCITO NACIONAL / EJECUCIÓN EXTRAJUDICIAL 

[N]o cabe duda que la conducta desplegada por el Teniente del Ejército Nacional (…) fue dolosa, pues la Patrulla bajo su mando produjo la muerte de los jóvenes (…) hechos que se trataron de justificar afirmando que los fallecidos eran alzados en armas que habían atacado a la Patrulla, lo cual se ha demostrado que no era cierto. Como el dañó se produjo por la conducta directa y personal del llamado en garantía, en conexión con el servicio, la entidad pública demandada será condenada a pagar la indemnización a los damnificados, pero ésta deberá repetir en contra del agente estatal en un 100% de la condena. Advierte la Sala que de conformidad con el art. 90 de la Carta Política, cuando el Estado es condenado a la reparación patrimonial por los daños antijurídicos causados por las autoridades públicas, como consecuencia de su conducta dolosa o gravemente culposa, aquél deberá repetir contra estos. Esto significa que la acción de repetición, constituye una obligación de las entidades públicas y no una posibilidad facultativa de las mismas, como en ocasiones se ha interpretado.

FUENTE FORMAL: CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTÍCULO 90 

NOTA DE RELATORÍA: Acerca del llamamiento en garantía con fines de repetición, cita: Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia de 31 de julio de 1997, rad. 9894, C. P. Ricardo Hoyos Duque; sentencia de 19 de marzo de 1998, rad. 10754, C. P. Ricardo Hoyos Duque y sentencia de 19 de mayo de 1998, rad. 10817, C. P. Ricardo Hoyos Duque.

CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCIÓN TERCERA
Consejero ponente: ALIER EDUARDO HERNANDEZ ENRIQUEZ
Bogotá D.C., tres (03) de febrero de dos mil (2000).
Radicación número: CE-SEC3-EXP2000-N10979
Actor: ALBA REGINA PEREZ DE BLANCO Y OTROS
Demandado: LA NACION-MINISTERIO DE DEFENSA-EJERCITO NACIONAL
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en contra del fallo pronunciado por el Tribunal Administrativo de Córdoba, el 16 de mayo de 1995, que denegó las pretensiones de la demanda.
ANTECEDENTES
1.  LA DEMANDA
En escrito presentado ante el Tribunal Administrativo de Córdoba, el 20 de septiembre de 1993, por medio de apoderado, las personas que a continuación se relacionan, formularon demanda en contra la Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional, en ejercicio de la acción de reparación directa consagrada en el art. 86 del C.C.A, así:
ALBA REGINA PEREZ DE BLANCO, FERNEY DAVID PEREZ DE HOYOS, JORGE LUIS, RAMIRO JOSE, CLAUDIA ESTHER, ANIBAL ANTONIO, LIA MARGARITA, JOSE GABRIEL, ALBA SOFIA y DANIEL EDUARDO BLANCO PEREZ, quienes invocaron la condición de deudos de PEDRO JUAN BLANCO PEREZ.
REGINA DEL CARMEN ORTEGA MENDOZA, HECTOR ANTONIO y EDISON MANUEL ACOSTA ORTEGA, ROSIRIS DEL SOCORRO ORTEGA, AMADA MARIA, SABINO ANTONIO, ARINDA ROSA, LUIS CARLOS y JULIO EMISIO CERVANTES ORTEGA, quienes invocaron la condición de deudos de ALBEIRO JOSE ORTEGA.
EDUARDO DIAZ GARCIA y MARIA ELENA VILLADIEGO PEREZ, OLIBERTO DIAZ VERGARA, LUIS EDUARDO, ROSIRIS ISABEL, WALDEMIRO ANTONIO, YUDIS JANETE, NEILA LUZ y GLORIA ELENA DIAZ VILLADIEGO, quienes invocaron la condición de deudos de WILLIAM ALFONSO DIAZ VILLADIEGO.
Solicitaron los demandantes se hicieran las siguientes declaraciones y condenas:
“1. DE LOS DEUDOS DE PEDRO JUAN BLANCO PEREZ
“1.1. DECLARASE que la NACION COLOMBIANA (Ministerio de Defensa - Ejército Nacional ) debe responder patrimonialmente  por el daño antijurídico causado a los demandantes ALBA REGINA PEREZ DE BLANCO; FERNEY DAVID PEREZ DE HOYOS; JORGE LUIS, RAMIRO JOSE, CLAUDIA ESTHER, ANIBAL ANTONIO, LIA MARGARITA, JOSE GABRIEL, ALBA SOFIA y DANIEL EDUARDO BLANCO PEREZ, con la muerte de PEDRO JUAN BLANCO PEREZ, ocurrida el 19 de marzo de 1993 en el municipio de Montelíbano        (Córd), mientras estaba en poder de miembros del Ejército Nacional.
“1.2. CONDENASE a la NACION COLOMBIANA (Ministerio de Defensa - Ejército Nacional ) a pagar perjuicios morales subjetivos (Pretium Doloris )  a los demandantes ALBA REGINA PEREZ DE BLANCO; FERNEY DAVID PEREZ DE HOYOS; JORGE LUIS, RAMIRO JOSE, CLAUDIA ESTHER, ANIBAL ANTONIO, LIA MARGARITA, JOSE GABRIEL, ALBA SOFIA y DANIEL EDUARDO BLANCO PEREZ, por el dolor y la aflicción que les produce la muerte de PEDRO JUAN BLANCO PEREZ, perjuicios estimados en la suma a que equivalgan en moneda nacional (a la fecha de ejecutoria del fallo ) cinco mil quinientos gramos de oro fino  (mil gramos para la madre y quinientos gramos para cada hermano), valorados hoy en $49.473.215.  La cantidad que se fije en la sentencia deberá pagarse, en todo caso junto con los intereses comerciales que se causen durante los seis meses siguientes a dicha ejecutoria y los moratorios que se originen después de ese término (art. 177, Código Contencioso Administrativo).

“2 DE LOS DEUDOS DE ALVEIRO JOSE ORTEGA
“2.1. DECLARASE que LA NACION COLOMBIANA (Ministerio de Defensa - Ejército Nacional) debe responder patrimonialmente por el daño antijurídico causado a los demandantes REGINA DEL CARMEN ORTEGA MENDOZA; HECTOR ANTONIO y EDINSON MANUEL ACOSTA ORTEGA; ROSIRIS DEL SOCORRO ORTEGA; AMADA MARIA, SABINO ANTONIO, ARINDA ROSA, LUIS CARLOS y JULIO EMISIO CERVANTES ORTEGA, con la muerte de ALVEIRO JOSE ORTEGA, ocurrida el 19 de marzo de 1993 en el municipio de Montelíbano (Córd), mientras estaba en poder de miembros del Ejército Nacional.
“2.2. CONDENESE a la NACION COLOMBIANA (Ministerio de Defensa) Ejército Nacional) a pagar perjuicios materiales (lucro cesante) a REGINA DEL CARMEN ORTEGA MENDOZA, por la supresión de la ayuda económica que su hijo ALVEIRO JOSE ORTEGA le suministraría todavía por un período de 16 meses, a razón de $ 76.416 mensuales, perjuicios estimados en la suma de $1.207.826. Dicha cantidad, o la que se demuestre en el proceso, deberá pagarla la parte demandada ajustada en debida forma, con base en los índices de precios al consumidor que correspondan al mes de febrero de 1993 y al mes anterior a la ejecutoria del fallo, junto con los intereses comerciales que se causen durante los seis meses siguientes a tal ejecutoria y los moratorios que se originen después de ese término (Art. 177, Código Contencioso Administrativo).
“2.3. CONDENESE a LA NACION COLOMBIANA (Ministerio de Defensa Ejército Nacional) a pagar perjuicios morales subjetivos (Pretium Doloris) a los demandantes REGINA DEL CARMEN ORTEGA MENDOZA; HECTOR ANTONIO  y EDISON MANUEL ACOSTA ORTEGA; ROSIRIS DEL SOCORRO ORTEGA; AMADA MARIA, SABINO ANTONIO, ARINDA ROSA, LUIS CARLOS y JULIO EMISIO CERVANTES ORTEGA, por el dolor y la aflicción que les produce la muerte de ALVEIRO JOSE ORTEGA, perjuicios estimados en la suma a que  equivalgan en moneda nacional (a la  fecha de ejecutoria del fallo) cinco mil gramos de oro fino (mil gramos para la madre y quinientos gramos para cada hermano), valorados hoy en    $ 44.975.650. La cantidad que se fije en la sentencia deberá pagarse, en todo caso junto con los intereses comerciales que se causen durante los seis meses siguientes a dicha ejecutoria y los moratorios que se originen después de ese término (Art. 177, C.C. Administrativo).
“3. DE LOS DEUDOS DE WILLIAN ALFONSO DIAZ VILLADIEGO
“3.1. DECLARESE que LA NACION COLOMBIANA (Ministerio de Defensa - Ejército Nacional) debe responder patrimonialmente por el daño antijurídico causado a los demandantes EDUARDO DIAZ GARCIA; MARIA ELENA VILLADIEGO PEREZ; OLIBERTO DIAZ VERGARA, LUIS EDUARDO, ROSIRIS ISABEL, WALDEMIRO ANTONIO, YUDIS JANETE, NEILA LUZ y GLORIA ELENA DIAZ VILLADIEGO, con la muerte de WILLIAN ALFONSO DIAZ VILLADIEGO,  ocurrida el 19 de marzo de 1993 en el municipio de Montelíbano (Córd.), mientras estaba en poder de miembros del Ejercito Nacional.        
“3.2. CONDENESE a LA NACION COLOMBIANA (Ministerio de Defensa-Ejército Nacional) a pagar perjuicios materiales (lucro cesante) a EDUARDO DIAZ GARCIA y MARIA ELENA VILLADIEGO PEREZ, por la supresión de la ayuda económica que su hijo WILLIAN ALFONSO DIAZ VILLADIEGO le suministraría todavía por un período de 2 meses, a razón de $ 76.416 mensuales, perjuicios estimados en la suma de $ 153.315. Dicha cantidad, o la que se demuestre en el proceso, deberá pagarla la  parte demandada ajustada en debida forma, con base en los índices de precios al consumidor que correspondan al mes de febrero de 1993 y al mes anterior a la ejecutoria del fallo, junto con los intereses comerciales que se causen durante los seis meses siguientes a tal ejecutoria y los moratorios que se originen después de ese término (Art. 177, Código Contencioso  Administrativo).
“3.3 CONDENESE a LA NACION COLOMBIANA (Ministerio de Defensa - Ejército Nacional) a pagar perjuicios morales subjetivos (Pretium Doloris) a los demandantes EDUARDO DIAZ GARCIA; MARIA ELENA VILLADIEGO PEREZ; OLIVERTO DIAZ VERGARA; LUIS EDUARDO, ROSIRIS ISABEL, WALDEMIRO ANTONIO, YUDIS JANETE, NEILA LUZ y GLORIA ELENA DIAZ VILLADIEGO, por el dolor y la aflicción que les produce la muerte de WILLIAN ALFONSO DIAZ VILLADIEGO, perjuicios estimados con la suma a que equivalgan en moneda nacional (a la ejecutoria del fallo) cinco mil quinientos gramos de oro fino (mil gramos para cada uno de los padres y quinientos gramos para cada hermano), valorados hoy en    $ 49.473.215. La cantidad que se fije en la sentencia deberá pagarse, en todo caso junto con los intereses comerciales que se causen durante los seis meses siguientes a dicha ejecutoria y los moratorios que se originen después de ese término (art. 177, C.C.A.).
“4.DE TODOS LOS DEMANDANTES
ORDENESE a LA NACION COLOMBIANA (Ministerio de Defensa- Ejército Nacional) cumplir la sentencia en la forma prevista en los arts. 176, 177 y 178 del Código Contencioso Administrativo.” (fls. 4 a 7, c. 1).
2. LOS HECHOS

Los fundamentos fácticos de la petición fueron sintetizados por el Tribunal así:
“Cuentan los demandantes que los jóvenes PEDRO JUAN BLANCO PEREZ, ALVEIRO JOSE ORTEGA y WILLIAN ALFONSO DIAZ VILLADIEGO el día viernes 19 de marzo de 1993 a eso de las 9 de la mañana fueron retenidos por varios miembros del Batallón “Junín” adscrito a la XI Brigada del Ejército Nacional, en el Municipio de Montelíbano Córdoba, donde se encontraban celebrando una fiesta de carácter religioso, y trasladados a bordo de un camión de color blanco sin placas.
“En las horas de la tarde, a eso de las 3.00, del mismo día el Teniente del Ejército Nacional ALVARO GOMEZ ZAMBRANO se presentó a las autoridades del Municipio de Montelíbano, ante las cuales denunció la muerte de cinco presuntos guerrilleros ocurridos supuestamente durante enfrentamiento armado con tropas a su mando, entre los cuales se encontraban los cadáveres de los jóvenes retenidos horas antes por los militares”. (fls. 254 y 255, c. 1).
3. CONTESTACION DE LA DEMANDA
La Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional contestó la demanda y manifestó que el 19 de marzo de 1993 un pelotón de la XI Brigada del Ejército Nacional se enfrentó a un grupo guerrillero en la región de Uré-Córdoba. Por consiguiente, no se puede condenar a la entidad “por la acción legítima, en la cual se dio de baja en combate a los guerrilleros, en donde los miembros que conformaban el pelotón de la XI Brigada, reaccionaron al ataque de la guerrilla en legítima defensa de sus vidas y no solo de éstas sino de la Patria a la que tienen el deber de defenderla.” (fl. 106, c. 1).
A petición del señor Agente del Ministerio Público, el a quo mediante auto de diciembre 7 de 1993 llamó en garantía al Teniente del Ejército Nacional ALVARO GOMEZ ZAMBRANO, quien contestó la demanda,  manifestó que se opone a las pretensiones de los actores por cuanto él “como los soldados bajo su mando actuaron en primer término en legítima defensa de sus vidas ya que fueron atacados por un grupo de personas, viéndose obligados a repeler la acción y en segundo término se encontraban en cumplimiento de una misión de patrullaje y registro ordenada por la Décima Primera Brigada contenida en la orden de operaciones Nº 026.” (fl. 119, c. 1).
Luego de la etapa probatoria, se dio traslado para los alegatos de conclusión. 
La entidad demandada sostuvo que no hubo falla del servicio, por cuanto la actividad desarrollada por los efectivos del Batallón de Infantería Nº 33 Junin, “fue una típica acción militar realizada en actos propios del servicio”; las personas que resultaron muertas eran guerrilleros de las “Farc” que se enfrentaron al ejército. Las pruebas demuestran que los occisos no fueron torturados ni muertos a mansalva (fls. 336 a 338, c. 1).
El Teniente Zambrano, llamado en garantía, solicitó la absolución de la parte demandada por cuanto revisadas las pruebas se llega a la conclusión que la versión dada por los militares es cierta y que los testigos que acusan al Ejército de la muerte fuera de combate de las personas referidas en el proceso, “encierran mucha duda en lo que respecta a la veracidad de ellos por las contradicciones en que a menudo incurren.” (fls. 339 a 342, c. 1).
El señor Procurador 33 en lo Judicial Administrativo solicitó se nieguen la pretensiones de la demanda por cuanto “no se evidenció fehacientemente la presencia oficial e indiscutible del Ejército en la cabecera del Municipio de Uré donde se dice fueron retenidas las víctimas, así como tampoco, y por tal razón se puede sostener que dicha retención haya sido obra del Ejército.” (fl. 346, c. 1).
La parte demandante guardó silencio.
4. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El a quo estimó no demostrado que el Ejército Nacional retuviera a las personas que resultaron muertas con posterioridad a la retención. 
Del testimonio de DARIO MANUEL CORREA “no se puede deducir necesariamente que los señores que se llevaron a las víctimas eran miembros de la fuerza pública, pues no hay un solo detalle objetivo que así lo deje ver, solo es la apreciación subjetiva del testigo que así lo indica.”
En cuanto al otro testigo CESAR RAMOS DIAZ, “no le consta que esas personas eran militares, sino que él cree que eran soldados por la forma como estaban motilados. Esa razón no es suficiente para deducir que eran militares.”
Agregó el Tribunal que “En cuanto a la retención de las víctimas se presenta una contradicción entre los testigos Correa y Ramos, pues el primero dice que se los llevaron en un camión que estaba estacionado como a diez metros de donde él vendía agua, y el segundo, que estuvo vendiendo agua con Correa en el mismo lugar, dice no haber visto ningún camión.”
Además, dijo que de la actuación surtida por el Juzgado 32 de Instrucción Penal Militar y la Fiscalía 24, se aprecia que dichas muertes se produjeron en enfrentamiento armado entre el Ejército Nacional y un grupo subversivo, lo que excluye la antijuridicidad en la actuación de la administración. (fls. 251 a 262, c. 1).
5. EL RECURSO DE APELACION
Inconformes los demandantes, interpusieron oportunamente el recurso de alzada mediante el cual pretenden se revoque la sentencia proferida por el a-quo y se acceda a sus pretensiones.
Afirman que el Tribunal hizo una apreciación simplista al estimar que “como uno de los dos testigos que presenciaron la retención de las víctimas vio al camión en el cual fueron transportadas y el otro no, tal circunstancia entra una contradicción.”
El occiso PEDRO JUAN BLANCO PEREZ era un joven discapacitado, por cuanto “sufría de problemas mentales”, que vivía con su madre y sus hermanos en el barrio Obrero del Municipio de Montelíbano, por lo cual no parece lógico que formara parte de una columna subversiva.
ALVEIRO JOSE ORTEGA vivía con su madre y sus hermanos en dicho barrio y trabajaba en un establecimiento de comercio. Se ha probado que fue retenido por personas desconocidas, “presumíblemente miembros del Ejército Nacional. Cómo se explica entonces que a esa misma hora y en un lugar relativamente alejado de allí estuviera marchando al lado de un grupo de subversivos, según la versión del Ejército Nacional?.”
WILLIAM ALFONSO DIAZ VILLADIEGO vivía con sus padres y hermanos en la vereda “La Apartada” del Municipio de Montelíbano y trabajaba en la hacienda de propiedad de Alberto Nader Simons, quien le liquidó sus prestaciones sociales hasta el día de su muerte. “Cómo podía este joven estar trabajando y a la vez participando en acciones subversivas, como lo afirman los autores de su muerte?.”
Por otra parte, consta en las actas de levantamiento de los cadáveres “que todos tenían la cabeza hacia el norte y los pies hacia el sur”, lo cual “induce a pensar que las víctimas fueron obligadas a acostarse en la posición indicada y luego ajusticiadas”; el tipo y localización de la heridas indica que fueron “fusiladas a quemarropa”. Además, es difícil explicar que si el Ejército fue sorprendido por los alzados en armas, éstos hubieran sufrido cinco bajas y aquéllos ningún herido leve.
En consecuencia, existen suficientes elementos de juicio que conducen a afirmar que por dichas muertes, se encuentra comprometida la responsabilidad patrimonial de la administración (fls. 264 a 268).
En su alegato en esta instancia, la parte demandada solicitó la confirmatoria del fallo protestado, por cuanto no se demostró que las víctimas hubiesen sido retenidas por miembros de la fuerza pública, así como tampoco que se encontraban en su poder al momento de la muerte (fls. 291 y 292, c. 1).
CONSIDERACIONES
1. LEGITIMACION EN LA CAUSA Y PROCEDIBILIDAD DE LA ACCION

Conviene, en primer lugar, dilucidar si los actores han demostrado interés legítimo para actuar.

Consta en el proceso lo siguiente:
1.1.  En relación con el occiso PEDRO JUAN BLANCO PEREZ:

a) La demandante ALBA REGINA PEREZ DE BLANCO es la madre  legítima del occiso PEDRO JUAN BLANCO PEREZ, según lo acredita la partida de matrimonio de la primera y el registro civil de nacimiento del último (fls. 57 y 60, c. 1).

b) De conformidad con la misma partida de matrimonio y los registros civiles de nacimiento, los demandantes JORGE LUIS, RAMIRO JOSE, CLAUDIA ESTHER, ANIBAL ANTONIO, LIA MARGARITA, JOSE GABRIEL, ALBA SOFIA, DANIEL EDUARDO, BLANCO PEREZ, son hermanos legítimos del fallecido PEDRO JUAN BLANCO PEREZ (fls. 61 a 68, c. 1).  

c) El menor FERNEY DAVID PEREZ DE HOYOS ha demostrado ser hermano del occiso por parte de madre, según se desprende de su registro civil de nacimiento (fl. 69, c. 1)).
1.2. En relación con el occiso ALBEIRO JOSE ORTEGA:
a) La demandante REGINA DEL CARMEN ORTEGA MENDOZA es la madre extramatrimonial del fallecido ALVEIRO JOSE ORTEGA, según lo acredita en el registro civil de nacimiento del hijo (fl. 70, c. 1).

b) Los actores HECTOR ANTONIO ACOSTA ORTEGA, EDISON MANUEL ACOSTA ORTEGA, ROSIRIS DEL SOCORRO ORTEGA y AMANDA MARIA, SABINO ANTONIO, ARINDA ROSA, LUIS CARLOS y JULIO EMISIO, CERVANTES ORTEGA, son hermanos del occiso, según se desprende de los registros civiles de nacimiento en donde consta que son hijos de REGINA DEL CARMEN ORTEGA (fls. 73 a 80, c. 1).  
1.3. En relación con el occiso WILLIAM ALFONSO DIAZ VILLADIEGO:
a) Los demandantes EDUARDO DIAZ GARCIA y MARIA ELENA VILLADIEGO PEREZ son los padres extramatrimoniales del occiso, según lo acredita el registro civil de nacimiento del hijo, en el cual consta el nombre de la madre y el reconocimiento del padre; inscripción realizada en julio 21 de 1986, anterior a la muerte de WILLIAM ALFONSO (fl. 83, c. 1).

b) Los actores LUIS EDUARDO, ROSIRIS ISABEL, WALDEMIRO ANTONIO, YURIS JANETE, NEILA LUZ y GLORIA ELENA DIAZ VILLADIEGO, son hermanos del occiso, según se desprende de los registros civiles de nacimiento en donde consta que son hijos de MARIA ELENA VILLADIEGO PEREZ (fls. 88 a 93, c. 1).  

c) El actor OLIBERTO EDUARDO DIAZ VERGARA, es hermano del occiso por parte de padre, según consta en su registro civil de nacimiento (fl. 87, c. 1).
En consecuencia, los demandantes están legitimados para actuar frente a las personas jurídicas demandadas que están igualmente legitimadas para responder frente a las pretensiones.
En segundo lugar, los presupuestos procesales se encuentran reunidos y la acción de reparación directa no ha caducado, toda vez que la demanda se presentó el 20 de septiembre de 1993 y los hechos sobre los cuales los actores fundan sus reclamaciones sucedieron el 19 de marzo del mismo año.
2.  EXISTENCIA DE DAÑO ANTIJURIDICO
2.1. El artículo 90 de la Constitución Política consagra una cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado, que abarca tanto la responsabilidad de naturaleza contractual como la extracontractual; de su inciso primero, se deducen dos elementos como indispensables para la declaración de la responsabilidad patrimonial del Estado y demás personas jurídicas de derecho público, a saber: el daño antijurídico y la imputabilidad del mismo al Estado. 
En consecuencia, para que haya lugar a la reparación del daño, se requiere que éste sea antijurídico, calificación que se obtiene de constatar que el ordenamiento jurídico no le ha impuesto a la víctima el deber de soportarlo, es decir, que el daño carece de “causales de justificación”.

Según el profesor GARCÍA DE ENTERRÍA “la calificación de un perjuicio en justo o injusto depende de la existencia o no de causas de justificación (civil) en la acción personal del sujeto a quien se impute el perjuicio. La causa de justificación ha de ser expresa y concreta y consistirá siempre en un título que legitime el perjuicio contemplado: por ejemplo la exacción de un impuesto, el cumplimiento de un contrato, una ejecución administrativa o procesal. Fuera de esta hipótesis, todo perjuicio o detrimento patrimonial imputable a un sujeto será una lesión, un perjuicio injusto.”

El daño antijurídico si bien puede revestir modalidades diversas (material, moral, fisiológico, etc.), constituye una constante, razón por la cual, al tiempo que constituye un elemento indispensable para declarar la responsabilidad patrimonial del Estado, se sitúa en la base misma de la institución jurídica proveyéndola de fundamento.     
Deducción, esta última, que se ajusta a la lógica de la institución resarcitoria, pues, como lo enseña CARLOS DE MIGUEL PERALES, “Los elementos que componen la responsabilidad civil .... tienen el carácter de esenciales. Todos ellos deben concurrir para que pueda decirse que estamos ante un supuesto de responsabilidad civil extracontractual; basta con que uno de ellos falte para que la responsabilidad desaparezca.  En este sentido, todos los elementos que se están analizando están en un plano de igualdad. Pero junto a este hecho, innegable, está otro que diferencia al elemento daño del resto de los elementos esenciales. El daño, además de elemento esencial, es la verdadera razón de ser de la responsabilidad civil, lo que permite su existencia”
. De allí que  “... el daño es el eje de toda la estructura de la responsabilidad”.
2.2.  LOS DAÑOS RECLAMADOS
En el presente proceso, todos los demandantes (padres y hermanos de los occiso), solicitan el reconocimiento de perjuicios morales, ocasionados por la muerte de sus familiares, antes relacionados, daños que se encuadran dentro de la noción de daño antijurídico antes descrita y, por lo tanto, podrían ser objeto de indemnización siempre y cuando se demuestre su imputación a las entidades públicas demandadas. 
Siguiendo los criterios jurisprudenciales de la Sala, en el caso sub judice se presumen el dolor y la aflicción que padecieron los demandantes ante la gravedad de los hechos producidos consistentes en la retención arbitraria y posterior muerte de que fueron víctimas sus parientes; presunción que no fue desvirtuada por la entidad demandada
. 
Por su parte, los actores REGINA DEL CARMEN ORTEGA MENDOZA, MARIA ELENA VILLADIEGO PEREZ y EDUARDO DIAZ GARCIA, reclaman el reconocimiento de perjuicios materiales que les produjo la muerte de sus hijos, por cuanto de ellos recibían ayuda económica. Igualmente, estos daños se encuadran dentro de la noción de daño antijurídico.
Sin embargo, dichos perjuicios producidos, según los reclamantes, por la supresión de la ayuda económica que les proporcionaban sus hijos, no fueron probados ni en su monto ni en su periodicidad, por lo cual no se reconocen.
3. LA IMPUTABILIDAD DEL DAÑO
3.1. Establecida la existencia de un daño antijurídico, cierto, e indemnizable, sufrido por los demandantes, que constituye el primero de los elementos de la responsabilidad patrimonial del Estado, es preciso verificar el segundo: la imputación de ese daño al Estado.
El art. 90, inc. 1º de la Carta Política, exige -en orden a deducir la responsabilidad patrimonial del Estado-, que los daños antijurídicos sean “causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas“, con lo cual se refiere al fenómeno de la imputabilidad, tanto fáctica como jurídica.
De allí que elemento indispensable -aunque no siempre suficiente- para la imputación, es el nexo causal entre el hecho causante del daño y el daño mismo, de modo que este sea el efecto del primero.
En este entendimiento, la imputación del daño al Estado depende, en este caso, de que su causación obedezca a la acción o a la omisión de las autoridades públicas, en desarrollo del servicio público o en nexo con él.
3.2. EL NEXO CAUSAL
3.2.1. Del proceso se deduce lo siguiente:
El 19 de marzo de 1993 en terrenos de la hacienda Puerto Colombia, antes del caserío Bocas de Uré, del Municipio de Montelíbano, Departamento de Córdoba, fueron encontradas muertas cinco personas, entre ellas, PEDRO JUAN BLANCO PEREZ, ALBEIRO JOSE ORTEGA y WILLIAM ALFONSO DIAZ VILLADIEGO.
En el acta de levantamiento del cadáver de PEDRO JUAN BLANCO, practicada por la Unidad Investigativa de la Policía Judicial de Córdoba, se describen sus prendas de vestir así: “Franela blanca, pantalón jean azul claro, zapatos mocasines negros, cinturón de cuero color negro, interiores amarillos con rayas café.” (fl. 197, c. 1).
En el informe de necropsia practicado por el Médico Rural de Montelíbano al cadáver Nº 1 N.N. y que por su descripción corresponde al anterior occiso consta que la causa de la muerte por “shock neurogenico por destrucción de masa encefálica.” (fl. 202, c. 1).
En el registro civil de defunción consta que las heridas fueron producidas “con proyectil de armas de fuego” (fl. 58, c. 1).
Igualmente, obran actas de levantamiento de cuatro cadáveres más identificados como “N.N.”, quienes fueron encontrados el mismo día y cerca al sitio en donde fue levantado el cadáver de PEDRO JUAN BLANCO(fls. 198 a 207, c. 1). Según informe del funcionario que practicó dicha diligencia posteriormente se logró su identificación así (fl. 193 y 194, c. 1):
ALBEIRO JOSE ORTEGA, quien según el informe de necropsia Nº 007 presentó como prendas de vestir, entre otras, “botas de caucho altas negras” y su muerte se produjo por “hermorragia y estallido renal izquierdo” (fl. 204, c. 1).
En el registro civil de defunción del occiso anterior consta que la causa de la muerte fue: “Schock hipovolémico estallido renal izquierdo causados por heridas producidas por proyectil de armas de fuego.” (fl. 71, c. 1).
WILLIAM ALFONSO DIAZ VILLADIEGO, según informe de necropsia murió por “hemorragia aguda laceración cerebral base del cráneo” (fl. 206, c. 1).
En su registro civil de defunción consta que la causa de su muerte fue: “Hemorragia aguda laceración en base del cráneo laceración encefálica producidas por heridas causadas con proyectil de armas de fuego.” (fl. 84, c. 1).
JORGE LUIS, alias “El Chino”, quien posteriormente fue identificado como JORGE LUIS CONTRERAS, murió por “estallido de hígado hemorragia severa aguda” (fls. 207, c. 1 y 201, c. 2).
Según el acta de necropsia Nº 005, la quinta persona identificada con N.N. presentó heridas en cabeza y tórax y su muerte se produjo por “shock neurogenico hemorragia aguda laceración aguda” (fl. 203). 
El Teniente ALVARO ZAMBRANO GOMEZ, llamado en garantía, en informe de marzo 21 de 1993 rendido a la Juez 32 de Instrucción Penal Militar de Montería, manifestó:
“Realizando la Operación AVISPA, según orden de operaciones Nº 026, en el área general de Bocas de Uré, al rededor de las 12:00 horas se presentó un combate de encuentro con un grupo de personas armadas con fusiles, pistolas, revólveres, y granadas de fragmentación de mano y de fusil, los sediciosos al ver el puntero de la patrulla abrieron fuego contra nosotros, inmediatamente repelimos el ataque, realizamos maniobras de envolvimiento y mantuvimos el contacto armado al rededor de 30 mins.
“Iniciamos el registro hacia la parte izquierda de la vía que conduce de la principal de Montelíbano- Cerro Matoso hacia Bocas de Uré, una vez se terminó el registro a eso de las 15-30 horas, los resultados fueron los siguientes:
“Bandoleros dados de baja: cinco subversivos de sexo masculino, sin identificación.” (fl. 155, c. 1)

  Mediante auto de abril 13 de 1993, el Juzgado 32 de Instrucción Penal Militar, luego de practicar diligencias de indagación preliminar, resolvió abstenerse de “iniciar instructiva”, por cuanto las pruebas recaudas “conducen a concluir de manera clara que la patrulla militar actuó dentro de una de las causales de justificación del artículo 26 del C.P.M., ya que esas muertes ocurrieron en desarrollo de una situación de enfrentamiento cuando la subversión ataca a la patrulla, y se crea la necesidad de actuar en la forma que lo exigie lo (sic) circunstancias, en ejercicio de un derecho por la necesidad de defenderse y defender la vida de los demás compañeros …” (fl. 223, c. 1).

Dentro de la indagación preliminar referida se recibieron declaraciones a los integrantes de la Patrulla Orgánica de Infantería Nº 33 Junín, entre ellas al Teniente ALVARO ZAMBRANO GOMEZ, quien era el Comandante, DG. TOMAS ANTONIO LORA ZABALETA, y a los soldados MILCIADES CORCHO VERGARA, JOSE LUIS MONRROSI BEDOYA, JOSE DONEY PESCADOR LARGO, FERNANDO FABRA CALDERON, CARLOS FREDDY JIMENEZ BORJA, MAURICIO CARDONA, DAVID URIEL, LUIS FELIPE ANDRADE BERMUDEZ, MARCELINO HERNANDEZ ESPINOZA y NEFTALI HERNANDEZ FERIAS, quienes son coincidentes en afirmar que, en desarrollo de un operativo destinado a encontrar un grupo de hombres armados ilegalmente que transitaba por la región, el 19 de marzo de 1993 fueron atacados con armas de fuego en el sitio Bocas de Uré, Municipio de Montelíbano, por un grupo entre 12 y 17 subversivos, aproximadamente, pertenecientes a las autodenominadas “FARC”, vestidos de civil y uno de Policía; en dicho enfrentamiento fueron dados de baja cinco de los atacantes, a quienes se les incautó material de guerra; la patrulla militar no sufrió pérdidas humanas ni de armamento.

Según informe del Comandante del Batallón de Infantería Nº 33 Junín, en dicha operación “fueron dados de baja los guerrilleros PEDRO JUAN BLANCO PEREZ, ALBEIRO JOSE ORTEGA, WILLIAM ALFONSO DIAZ VILLADIEGO y dos más sin identificar, pertenecientes al 35 Frente de la Autodenominada FARC” (fl. 229, c. 1).

A raíz de la queja formulada por el ciudadano ARTURO CALLEJAS MARIN  “por hechos perpetrados por el Ejército Nacional el día 19 de marzo de 1993 y en los cuales perdieron la vida los jóvenes PEDRO JUAN BLANCO PEREZ, ALVEIRO JOSE ORTEGA, WILLIAM ALFONSO DIAZ VILLADIEGO, JORGE LUIS (a) EL CHINO y OTRO”, la Procuraduría Delegada para las Fuerzas Militares realizó una indagación preliminar. Luego de practicadas unas pruebas, la Abogada Visitadora de la Procuraduría Provincial de Montería rindió un informe evaluativo el 16 de agosto de 1995 en el cual dijo:
“ANALISIS DE LAS PRUEBAS. Del material probatorio arrimado a estas diligencias, se evidencia que los jóvenes que supuestamente fueron dados de baja en contacto armado con el Ejército Nacional el día 19 de Marzo de 1993, en virtud de orden de operaciones No. 026 al mando del TE. ZAMBRANO GOMEZ ALVARO, según informes suscritos por él mismo y la indagación adelantada por el Juzgado 32 de Instrucción Penal Militar de Montería, y que culminara con auto calendado  el día 13 de abril de 1993 absteniéndose de iniciar instructiva y archivando las diligencias, fueron retenidos en Uré ese día, lugar donde se encontraban porque se celebraban las fiestas que por costumbre se festejan anualmente en dicha región y a la que solían ir, por personas armadas vestidas de civil, colocándoles las manos detrás y alzándolas a un camión, el cual no ha sido identificado en forma plena. Igualmente se vislumbra que los jóvenes dados de baja no registran antecedentes penales, eran personas sanas, trabajadoras, no poseían armas ni las sabían manejar, no andaban con personas extrañas o desconocidas, uno de los cuales había sido intervenido quirúrgicamente por trauma craneano el año inmediatamente anterior (1992) tal como reposa en la historia clínica, mal podría un joven con trastornos mentales dedicarse a actividades de guerrilla.
“ Es preciso anotar, que las diligencias adelantadas por el Juzgado 32 de Instrucción Penal Militar de Montería, en relación con los hechos acaecidos el día 19 de Marzo de 1993 en Bocas de Uré, iniciadas en virtud de informe rendido por el TE. ZAMBRANO GOMEZ ALVARO, Comandante de la Compañía  “C”, sólo se les recibe juradas al personal Militar y a dos Agentes investigadores adscritos a la Síjin, quienes practicaron la diligencia de levantamiento de cadáveres, omitiendo la recepción de juradas a civiles familiares y amigos de las víctimas, y vecinos del  lugar, es decir, sólo se tiene en cuenta el dicho de los Militares y dos Agentes de la Sijin, y con fundamento en esas declaraciones se abstiene el mencionado Juzgado de iniciar instructiva.
“Por mandato expreso del Código Penal Militar en su artículo 302, le son aplicables al procedimiento penal Militar, las disposiciones contenidas en el Código de Procedimiento Penal, al que en su Título V, Capítulo I, dentro de los principios generales de las pruebas, artículo 249 establece que “el Funcionario Judicial buscará la determinación de la verdad real. Para ello debe averiguar con igual celo, las circunstancias que demuestren la existencia del hecho punible, agraven o atenúen la responsabilidad del imputado y las que tiendan a demostrar su inexistencia o lo eximan de ella”. Con este comportamiento omisivo, la Juez 32 de Instrucción Penal Militar CT. MARYCEL PLAZA ARTURO, faltó al deber contenido en las normas rectoras del procedimiento del Libro 2º. Sección Primera, Título preliminar artículo 293 del Código Penal Militar que en su tenor literal dice: “Las personas que intervienen en el proceso penal militar, están en el deber de obrar con absoluta lealtad”.
“CONCLUSIONES.- De acuerdo con el material probatorio hasta ahora allegado a estas diligencias, es mi criterio, que el señor TE. ZAMBRANO GOMEZ ALVARO, Comandante de la Compañía “C” del Batallón de Infantería No. 33 Junín, de Montería, en cumplimiento de la orden de operaciones No. 026 falto a la verdad, en los informes rendidos ante el superior, pues está plenamente   demostrado que los jóvenes en mención fueron retenidos en Uré y alzados a un camión como quedó consignado anteriormente, los cuales resultaron muertos según su relato en un supuesto combate, apareciendo posteriormente con municiones, prendas militares, brazaletes y botas pantaneras, (fls. 58 a 67), por ello debe responder disciplinariamente en esta plenaria, por la presunta violación al Decreto 085 de 1989 artículo 65 Sección F literal 1 (ele) “Mentir al superior en asuntos del servicio”, por lo que es mi concepto se debe ordenar la apertura de una formal averiguación en su contra.
“En lo que hace relación a la Juez 32 de Instrucción Penal Militar CT. MARYCEL PLAZA ARTURO, es mi concepto se deben compulsar copias para investigar por separado la conducta de la mencionada funcionaria, por su presunto comportamiento omisivo de conformidad con las razones consignadas anteriormente.” (fls. 236 y 238, c. 2). Subraya y destaca la Sala.

Si bien se desconoce el resultado posterior de las investigaciones adelantadas por la Procuraduría General de la Nación, la Sala estima que existen suficientes fundamentos probatorios para deducir que la muerte de los referidos occisos, se produjo como consecuencia de una gravísima acción dolosa de agentes estatales, así:
Se encuentra probado que los jóvenes PEDRO JUAN BLANCO PEREZ, ALBEIRO JOSE ORTEGA y WILLIAM ALFONSO DIAZ VILLADIEGO, carecían de antecedentes penales, órdenes de captura o anotaciones policiales, como así lo certifica la Sección de Policía Judicial e Investigación del Departamento de Policía de Córdoba (fl. 167, c. 2).
De los testimonios de DAIRO MANUEL CORREA ROMERO, CESAR RAMOS DIAZ, ANGEL A. JULIO TORRES y POLA ISABEL VILLADIEGO PEREZ se desprende que los occisos eran personas de buen comportamiento, no tenían vicios, no los vieron “relacionarse con gente extraña” y vivían con sus padres y hermanos en el casco urbano de Montelíbano hasta antes de su muerte (fls. 282, 285, 287, c. 1, 201 y 202, c. 2).
Los occisos se encontraban trabajando, a excepción de PEDRO JUAN BLANCO PEREZ quien estaba temporalmente imposibilitado, por cuanto en abril de 1992 sufrió un trauma craneano como consecuencia de una caída, por lo cual fue operado en el Hospital San Jerónimo de Montería y recibía fisioterapia y terapia del lenguaje, según consta en la historia clínica allegada al proceso (fls. 205 a 222, c. 2); según los declarantes ANGEL A. JULIO TORRES y POLA ISABEL VILLADIEGO PEREZ, el occiso sufría de problemas mentales; su madre REGINA DEL CARMEN ORTEGA MENDOZA, declaró que su hijo, después de la operación, “quedó un poco trastornado” y agregó: “…era callado pero cariñoso conmigo, era muy apegado a mi, él nunca andaba con personas extrañas ni desconocidas, y siempre vestía con abrcas (sic), corrijo abarcas y jeans, el día que se fue tenía unas abarcas y un jean verde y cuando lo trajeron lo trajeron con unas botas de caucho de esas pantaneras….” (fl. 190, c. 2). 
Merece especial atención el testimonio del Abogado ELKIN DE JESUS ROMERO BERRIO, quien desempeñó en la época de los hechos el cargo de Personero Municipal de Montelíbano y posteriormente fue nombrado Fiscal Local de Montería, quien declaró: 
“En Montelíbano se comentaba que los muertos eran personas de buena conducta y creo que inclusive había estudiantes, yo estuve indagando y los familiares prácticamente estaban herméticos en razón de que sentían temor e inseguridad por sus vidas porque los Militares involucrados en los hechos tenían su base en el perímetro urbano de Montelíbano.” (fl. 162, c. 2).
Está demostrado que los occisos PEDRO JUAN BLANCO PEREZ, ALBEIRO JOSE ORTEGA y WILLIAM ALFONSO DIAZ VILLADIEGO, llegaron al caserío de Uré, jurisdicción del Municipio de Montelíbano, en la madrugada del 19 de marzo de 1993, con el propósito de participar en una fiesta religiosa.
Según declaración no controvertida de NEILA LUZ DIAZ VILLADIEGO, hermana del occiso WILLIAM ALFONSO, viajó con su hermano de Montelíbano a Uré en bus, a donde llegaron a las seis y media de la mañana del referido día; estuvo con él hasta las nueve de la mañana en una quebrada en donde estaban bañándose y luego su hermano se fue y no regresó; después de buscarlo “desesperadamente” regresó a su casa y al día siguiente se enteraron que había aparecido muerto (fls. 197 a 199, c. 2).

ANGEL A. JULIO TORRES (60 años) declaró que el 18 de marzo de 1993 llegaron a su tienda los occisos PEDRO JUAN BLANCO PEREZ y ALBEIRO JOSE ORTEGA a comprar unas golosinas y luego “siguieron para la fiesta de Uré” (fl. 287, c. 1).

CESAR RAMOS DIAZ (19 años), sostiene que salió de Montelíbano en compañía de PEDRO JUAN BLANCO PEREZ y ALBEIRO JOSE ORTEGA a las 9:30 p.m. del 18 de marzo de 1993 y se dirigieron a pie hasta el corregimiento de Uré a donde llegaron a las cuatro de la mañana; estuvieron en la Iglesia y luego se fueron a la quebrada a bañarse; posteriormente, regresaron al mercado del pueblo y se encontraron con DAIRO CORREA, quien se encontraba vendiendo agua y les propuso que participaran de la venta, pero solamente el testigo aceptó, sus amigos se fueron y luego dijo: 
“…cuando llegó el difunto Albeiro y me dijo que lo iban a matar le daban dos horas para que saliera del pueblo, entonces llegó el difunto Pedro Juan y dijo que también lo iban a matar, me dijeron que ellos se venían para la casa y que nos encontrábamos en Montelíbano, no supe más nada de ellos, seguí vendiendo agua (…) Ellos me dijeron que las amenazas venían de unos soldados de civil, no me comentaron más nada (…) Vi soldados de civil con unos bolsos, ellos estaban a pié, y le dijeron al señor Jairo (sic) Correa que si quien era yo, el señor Dairo Correa le dijo que yo era vendedor de agua, después me dijo el señor Dairo Correa tu estás involucrado en alguna vaina, yo le dijo que no, cuando desaparecieron los soldados esos.” (fl. 285, c. 1).
DAIRO MANUEL CORREA ROMERO (34 años, de profesión mecánico), dijo que el día de los hechos se encontró en Uré con los occisos WILLIAM y ALBEIRO y les propuso que le ayudaran a vender agua, pero no aceptaron en ese momento, y agregó:
“…cuando estaba cambiando una llanta llegaron lo señores de la Móbil (sic) en un camión blanco carpado, la carpa en la parte de atrás estaba rota, sin placas; ellos estaban de civil y cargaban armamentos de corto alcance (…) al rato apareció Albeiro con Pedro Juan y me dijeron a mi que los señores de la móbil los iban a matar, yo les pregunté que porqué, Albeiro delante de mí se puso a llorar y yo le pregunté que si era por falta de papeles y Albeiro me mostró la cédula, cuando Albeiro me dijo eso me entró nervios y al negro le pregunté que si tenía problemas con esa gente y me dijo que él no, entonces yo les di a los muchachos $2.000,oo pesos de la venta del agua para que se vinieran, cuando yo vi que lo cogió posiblemente el Teniente y los embarcó en el carro, en el 300 que estaba ahí cuadrado, yo me di cuenta que ellos habían hechado otros pero a mi no me dio tiempo para ir a hablar por ellos, cuando me di cuenta el carro se había ido sin saber para donde, estaba preocupado hasta que logré la venta del agua como a las 3.30 p.m., me vine para acá para Montelíbano y le avisé a los familiares que Albeiro y Pedro Juan los habían cogido unos señores de la móbil y que fueran a averiguar que si donde los tenían si los tenían en Matoso o en el faro, y como a las siete de la noche llegó la noticia que habían encontrado unos muertos en Boca de Uré, y entre los cinco muertos estaban los dos muchachos Pedro Juan y Albeiro Ortega. Me tocó ayudar en el Hospital a hacerle la necropsia, a Albeiro el Ejército le quitó la ropa que tenía y le puso otra ropa, le puso una camiseta verde y un par de botas de caucho, él tenía abarcas puestas cuando estaba conmigo. (…) La forma de ellos eran de la móbil, del gobierno, por su motilado, por su cuerpo, bien vestidos.” (fl. 283, c. 1).
En auto de julio 12 de 1994, el Procurador Provincial de Montería ordenó una visita especial a los procesos en los cuales la Juez 32 de Instrucción Penal Militar investigaba “la masacre de PEDRO JUAN BLANCO PEREZ, ALBEIRO JOSE ORTEGA, WILLIAM ALFONSO DIAZ VILLADIEGO y HUGO LEON RUA CASTRILLON
, ocurrida el 19 de marzo de 1993 y donde aparece como presunta autora una patrulla del ejército nacional al mando del Teniente ALVARO GOMEZ ZAMBRANO (sic).” (fl. 11, c. 2).
La Sala, con fundamento en estos medios de prueba, estima que se encuentra desvirtuada la afirmación del Ejército Nacional de que los occisos PEDRO JUAN BLANCO PEREZ, ALBEIRO JOSE ORTEGA y WILLIAM ALFONSO DIAZ VILLADIEGO eran guerrilleros “pertenecientes al 35 Frente de las Autodenominada FARC”; se ha demostrado que eran jóvenes de buena conducta y que hasta el día de su muerte vivían con sus padres y hermanos en el casco urbano del Municipio de Montelíbano.
Si bien no hay prueba directa de que fueron retenidos arbitrariamente por miembros del Ejército en la población de Uré, tal hecho se deduce indiciariamente, pues todo indica que así ocurrió como se deduce de los siguientes hechos probados:
Los occisos fueron retenidos aproximadamente a las diez de la mañana y conducidos a un camión que salió luego del poblado; hora y media o dos horas después, aparecieron muertos con armas de fuego por la patrulla del Ejército comandada por el Teniente Alvaro Gómez Zambrano, como lo han reconocido los integrantes de la misma, en una zona relativamente cercana a dicho poblado. 
La proximidad de los sucesos: el uno antecedente (la retención) y el otro subsiguiente (la muerte); la cercanía geográfica de donde ocurrieron; el reconocimiento claro de haberles dado muerte (solo que con un agregado exculpante), permiten inferir que la  retención -así como la muerte- corrió por cuenta de la patrulla del Ejército Nacional, y descarta cualquier enfrentamiento armado con las personas que allí murieron. 
Se ha demostrado que el cadáver de ALBEIRO JOSE ORTEGA tenía “botas de caucho altas negras” y existen testimonios que ese día calzaba “abarcas”.
Además, no es creíble la versión de los integrantes de la patrulla militar, según la cual el día de los hechos un grupo de alzados en armas, entre quienes supuestamente se encontraban los occisos, se dirigía a pié al poblado de Uré según informes de inteligencia, por cuanto está plenamente demostrado que los occisos llegaron a la madrugada de ese día al poblado a participar de las fiestas religiosas.

Existe, pues, fundamento suficiente para que la Sala infiera que los occisos fueron muertos dolosamente por los integrantes de la Patrulla Orgánica de Infantería Nº 33 Junín comandada por el Teniente ALVARO ZAMBRANO GOMEZ, dadas las circunstancias de modo, tiempo y lugar que se desprenden del conjunto probatorio.

En consideración de que los graves ilícitos que terminaron con la vida de PEDRO JUAN BLANCO PEREZ, ALBEIRO JOSE ORTEGA y WILLIAM ALFONSO DIAZ VILLADIEGO, fueron realizados por agentes del Estado, éste debe ser condenado a responder patrimonialmente por los daños ocasionados.

Por otra parte, si bien se desconoce si la investigación disciplinaria adelantada por la Procuraduría General de la Nación concluyó con la determinación de responsabilidades personales por estos gravísimos hechos, ello no impide que la responsabilidad del Estado pueda resultar comprometida por la imperdonable falla del servicio que se ha descrito, toda vez que dichas investigaciones no generan prejudicialidad respecto del presente proceso, como lo ha expresado la Sala en diversas oportunidades
.
Hechos como estos, han producido nefastas consecuencias para el Estado porque errosionan su legitimidad, han obstaculizado la consolidación de una sociedad democrática y pacífica, y han desprestigiado al país ante la comunidad internacional.   
4. LIQUIDACION DE PERJUICIOS: PERJUICIOS MORALES

Los medios de prueba allegados a los autos, son suficientes para deducir que los demandantes tienen derecho a recibir la indemnización por los perjuicios morales que reclaman, en la suma de equivalente, en pesos colombianos, así:
Para los padres de los occisos: 1000 (mil) gramos de oro.
Para los demás demandantes, hermanos de los occisos: 500 (quinientos) gramos oro.
Las cantidades referidas se liquidarán de conformidad con la certificación expedida por el Banco de la República para la fecha de ejecutoria de esta providencia.
5. RESPONSABILIDAD DE LOS AGENTES LLAMADOS EN GARANTÍA
Puesto que a solicitud del señor Representante del Ministerio Público en la primera instancia, fue llamado en garantía el Teniente ALVARO ZAMBRANO GOMEZ, se procede a resolver lo pertinente:
En reciente pronunciamiento jurisprudencial la Sala expresó:
“…tanto el artículo 77 del C.C.A como el inciso 2º del artículo 90 de la Constitución Política al regular la responsabilidad personal del funcionario optaron por referirse a los conceptos de culpa grave y dolo, en lugar del error inexcusable de conducta que en su momento había sugerido el Consejo de Estado.
“De conformidad con el art. 28 del Código Civil, las palabras de la ley se entenderán en su significado natural y  obvio, según el uso general de las mismas palabras; pero cuando el legislador las haya definido expresamente para ciertas materias, se les dará en estas su significado legal.
    “Por su parte, el art. 63 de la misma obra señala que 
  “La ley distingue tres especies de culpa o descuido:
  “Culpa grave, negligencia grave, culpa lata, es la que consiste en no manejar los negocios ajenos con aquel cuidado que aun las personas negligentes o de poca prudencia suelen emplear en sus negocios propios.  Esta culpa en materias civiles equivale al dolo.
  “Culpa leve, descuido leve, descuido ligero, es la falta de aquella diligencia y cuidado que los hombres emplean ordinariamente en sus negocios propios.  Culpa o descuido, sin otra calificación, significa culpa o descuido leve.  Esta especie de culpa se opone a la diligencia  o cuidado ordinario o mediano.
  “El que debe administrar un negocio como un buen padre de familia, es responsable de esta especie de culpa.
  “Culpa o descuido levísimo es la falta de aquella esmerada diligencia que un hombre juicioso emplea en la administración de sus negocios importantes. Esta especie de culpa se opone a la suma diligencia o cuidado.
  “El dolo consiste en la intención positiva de inferir injuria a la persona o propiedad de otro.”
“Estas previsiones, sin embargo, deben armonizarse con lo que dispone el artículo 6º de la Carta Política, el cual señala que los servidores públicos son responsables no sólo por infringir la Constitución y las leyes como lo son los particulares, sino también por extralimitación u omisión en el  ejercicio de sus funciones; así mismo con el artículo 91 de la misma obra que no exime de responsabilidad al agente que ejecuta un mandato superior, en caso de infracción manifiesta de un precepto constitucional en detrimento de alguna persona.
“Igualmente, el juez debe valorar la asignación de funciones señaladas en el reglamento o manual de funciones sin que dicho reglamento pueda, de ningún modo, como lo sugieren algunos, entrar a definir cuales conductas pueden calificarse de culpa grave o dolo por cuanto este es un aspecto que la Carta ha deferido a la reserva de ley (artículo 124 Constitución  Política).
“De aquí se desprende que si bien los conceptos de culpa penal y culpa civil pueden equipararse, el juez administrativo al momento de apreciar la conducta del funcionario público para determinar si ha incurrido en culpa grave o dolo, no debe limitarse a tener en cuenta únicamente la definición que de estos conceptos trae el Código Civil referidos al modelo del buen padre de familia para establecerla por comparación con la conducta que en abstracto habría de esperarse del “buen servidor público”, sino que deberá referirla también a los preceptos constitucionales que delimitan esa responsabilidad (artículos 6 y 91 de la C.P.).”

Para la Sala no cabe duda que la conducta desplegada por el Teniente del Ejército Nacional ALVARO ZAMBRANO GOMEZ, fue dolosa, pues la Patrulla bajo su mando produjo la muerte de los jóvenes ALVEIRO JOSE ORTEGA, PEDRO JUAN BLANCO PEREZ y WILLIAM ALFONSO DIAZ VILLADIEGO, hechos que se trataron de justificar afirmando que los fallecidos eran alzados en armas que habían atacado a la Patrulla, lo cual se ha demostrado que no era cierto.

Como el dañó se produjo por la conducta directa y personal del llamado en garantía, en conexión con el servicio, la entidad pública demandada será condenada a pagar la indemnización a los damnificados, pero ésta deberá repetir en contra del agente estatal en un 100% de la condena.
Advierte la Sala que de conformidad con el art. 90 de la Carta Política, cuando el Estado es condenado a la reparación patrimonial por los daños antijurídicos causados por las autoridades públicas, como consecuencia de su conducta dolosa o gravemente culposa, aquél deberá repetir contra estos. Esto significa que la acción de repetición, constituye una obligación de las entidades públicas y no una posibilidad facultativa de las mismas, como en ocasiones se ha interpretado. 
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
F  A  L  L  A  
REVOCASE la sentencia proferida por el por el Tribunal Administrativo de Córdoba, el 16 de mayo de 1995, que denegó las pretensiones de la demanda, en su lugar se dispone:
PRIMERO: Declárase a la Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional, patrimonialmente responsable de la muerte de los señores PEDRO JUAN BLANCO PEREZ, ALBEIRO JOSE ORTEGA y WILLIAM ALFONSO DIAZ VILLADIEGO, hechos ocurridos en las circunstancias de tiempo, modo y lugar de que da cuenta la parte motiva de este fallo.
SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración condénase a la citada entidad pública a pagar los siguientes perjuicios morales:
a) Por la muerte de PEDRO JUAN BLANCO PEREZ, la suma equivalente en pesos colombianos a mil (1000) gramos de oro fino a su madre ALBA REGINA PEREZ DE BLANCO, y quinientos (500) gramos de oro fino para sus hermanos: FERNEY DAVID PEREZ DE HOYOS; JORGE LUIS, RAMIRO JOSE, CLAUDIA ESTHER, ANIBAL ANTONIO, LIA MARGARITA, JOSE GABRIEL, ALBA SOFIA y DANIEL EDUARDO BLANCO PEREZ.
b) Por la muerte de ALBEIRO JOSE ORTEGA, la suma equivalente en pesos colombianos a mil (1000) gramos de oro fino a su madre REGINA DEL CARMEN ORTEGA MENDOZA, y quinientos (500) gramos de oro fino para sus hermanos: HECTOR ANTONIO y EDISON MANUEL ACOSTA ORTEGA, ROSIRIS DEL SOCORRO ORTEGA, AMADA MARIA, SABINO ANTONIO, ARINDA ROSA, LUIS CARLOS y JULIO EMISIO, CERVANTES ORTEGA.
c) Por la muerte de WILLIAN ALFONSO DIAZ VILLADIEGO la suma equivalente en pesos colombianos a mil (1000) gramos de oro fino a sus padres EDUARDO DIAZ GARCIA y MARIA ELENA VILLADIEGO PEREZ, y quinientos (500) gramos de oro fino para sus hermanos: OLIBERTO DIAZ VERGARA, LUIS EDUARDO, ROSIRIS ISABEL, WALDEMIRO ANTONIO, YUDIS JANETE, NEILA LUZ y GLORIA ELENA, DIAZ VILLADIEGO.

TERCERO: NIEGANSE las demás pretensiones de la demanda.

CUARTO: Dese cumplimiento a lo dispuesto por los arts. 176 y 177 del C.C.A., para lo cual se expedirán copias de las sentencias de primera y segunda instancia conforme al art. 115 del C. de P.C. 

QUINTO: La entidad demandada repetirá contra el señor ALVARO ZAMBRANO GOMEZ en el equivalente al cien por ciento (100%) del monto total de las sumas que pague por concepto de las condenas impuestas en este fallo.

COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE.
MARIA ELENA GIRALDO GOMEZ               ALIER E. HERNANDEZ ENRIQUEZ
           Presidenta Sección

JESUS M. CARRILLO BALLESTEROS            RICARDO HOYOS DUQUE
GERMAN RODRIGUEZ VILLAMIZAR
� Citado por Juan Carlos Henao en II Jornadas Colombo Venezolanas de Derecho Público, 1996, p. 774.





� La Responsabilidad civil por daños al medio ambiente. Civitas, pp. 80 a 81.





� La Sección Tercera a partir de la sentencia del 17 de julio de 1992, la sostenido que respecto de los hermanos de la víctima existe en su favor la presunción del perjuicio moral, pues resultaba injusto aceptarla, en unos casos, con fundamento en el vinculo familiar y exigir, para otros, una prueba especifica de lazos afectivos. 





Luego, la Sala dijo que la presunción del daño moral operaba respecto de los parientes hasta el segundo grado de consaguinidad y primero civil, pero, si no se demostraba el parentesco y la legitimación se sustentaba en la condición de damnificado del demandante, éste tenía la carga de demostrarlo.


� El 16 de abril de 1998, se practicó una audiencia de conciliación, dentro del proceso 14412, propuesto por José Darío Rua Baena y otros contra la Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional; el Tribunal Administrativo de Córdoba mediante sentencia de octubre 3 de 1997, declaró a la entidad pública “administrativamente responsable de la desaparición forzada de HUGO LEON RUA CASTRILLON, ocurrida el día 19 de marzo de 1993 en el corregimiento de “Uré”, municipio de Montelíbano -Córdoba.”  Las partes llegaron a un acuerdo consistente en que la entidad reconocerá a los demandantes perjuicios morales. La Sala aprobó la conciliación y declaró terminado el proceso (fls. 299 a 303, c. 1).


� Cf. Sentencias de junio 28 de 1991, Exp. 6249; de enero 18 de 1996, Exp. 9000.


� Sentencia de julio 31 de 1997, Exp. 9894. Criterio reiterado en los siguientes fallos: de marzo 19 de 1998, Exp. 10754 y de mayo 19 de 1998, Exp. 10817.





